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Introducción
 El siguiente trabajo tiene como objetivo principal estudiar, analizar y valorar la importancia en el nuevo Código Procesal Penal dominicano, acoge los distintos recursos judiciales a partir del Libro lll, en el artículo 393 hasta el artículo 435. Se presentan los mismos partiendo de los principios propio de un sistema penal acusatorio, cuidando este nuevo código que tales figuras jurídicas no se interpongan ante los tribunales en la forma a como  tradicionalmente se utilizaban, cuyo ejercicio era prácticamente para alargar el proceso, dependiendo de quién lo intentara.

En el antiguo código procesal criminal, basado en un sistema de juicio mixto, en los recursos tanto ordinarios como los extraordinarios, su interposición respondía, no más bien a ejercer el derecho a la doble instancia, sino al interés de prolongar la causa judicial.

Esta era la marcada intención que primaba en la gran cantidad de los recursos interpuesto por los operadores judiciales en el sistema jurídico dominicano. Esta cultura se puede decir que ha sido superada en el Código Procesal dominicano, al establecerse de forma general cuáles decisiones judiciales son recurribles y a quien le corresponde el derecho a recurrir, derecho éste que también se encuentra depositado en documentos internacionales de derechos humanos que nuestro país ha ratificado.

Con esta investigación pretendemos ampliar nuestros conocimientos con respecto a la materia, saber cómo, cuándo y por qué se utiliza éste procedimiento; al igual de todos aquellos que se interesen en leer nuestro humilde aporte, y les sea de mucho provecho en un futuro. Por supuesto que siempre de acorde  a la Jurisprudencia, Doctrina y los Códigos Penal y de Procedimiento Penal que estatuyen nuestras Leyes.    
En este trabajo realizado a partir del tema de la Importancia de los Recursos en el Proceso Penal Dominicano. Metodológicamente esta investigación se realiza a partir del método bibliográfico, analizando las diversas informaciones obtenidas. El cual contiene una hoja de presentación, índice, Introducción,  importancia del tema, propósitos de la investigación, objetivos generales y específicos, desarrollo, conclusión y bibliografía. Utilizamos este método  para profundizar en la teoría de varios autores, donde hemos recopilado informaciones previas, dirigidas para la obtener conocimientos sobre los Recursos en el Proceso Penal Dominicano.
Importancia
 Esta investigación reviste una importancia Judicial, ya que hemos podido analizar, la ley 76-02 que instituye el Código Procesal Penal, en especial dentro de este, el libro lll : los Recursos. A varios Años de la implementación de la nueva normativa, por doquier se escuchan voces que proclaman a los cuatro vientos que la nueva normativa lo estimula la delincuencia, que todos los derechos allí consignados han sido establecidos a favor del delincuente, en fin, que no es compatible con nuestra forma de vivir y con nuestra cultura.  Al margen de las voces “autorizadas” a que nos referimos, pretendemos hacer un breve enfoque del sistema de recursos contenidos en la normativa procesal penal, lo cual nos obliga, aun sea de soslayo, a mirar hacia atrás a los fines de poner la vista en el sistema de recursos previsto en el vetusto Código de Procedimiento Criminal, felizmente superado por el Código Procesal Penal.

 Es bueno recordar que la legislación superada, en consonancia con la clasificación tripartita de las  infracciones prevista por el artículo 1 del Código Penal, establecía tres tipos de procedimiento: El contravencional, el correccional y el criminal. Para cada uno de estos procedimientos instituyó un sistema de recursos particular. De esta manera, de conformidad con lo previsto por el artículo 167 del antiguo Código de Procedimiento Criminal, las sentencias dictadas en materia de simple policía que impusieren la pena de arresto, podían ser impugnadas mediante la interposición de un recurso de apelación cuyo conocimiento era competencia del tribunal correccional (juzgado de primera instancia). 
Del mismo modo, las sentencias dictadas en materia correccional y criminal, por los juzgados de primera instancia eran impugnables elevando un recurso apelación por ante la Corte de Apelación correspondiente. Lo curioso de este alambicado y diversificado sistema es que cada recurso sometía el ejercicio del derecho a términos y formalidades distintas. De esta manera, los plazos y formalidades no eran los mismos en materia de simple policía, en materia correccional y criminal. También las formalidades dependían de quien interponía el recurso, estableciéndose formalidades adicionales en los casos en que el recurso provenía del acusador, de la parte civil o del procesado. No obstante, un elemento común lo era que, de modo general, el recurso se interponía mediante declaración en secretaría del tribunal que dictó la sentencia impugnada. Este elemento era suficiente, en principio, para excitar el apoderamiento del a-quem.  Otro principio aplicable al sistema de recursos lo era que los recursos se encontraban abiertos en todos los casos a menos que una disposición especial de la ley no determinara que tal materia o decisión se encontraba excluida. Afirmándose en ocasiones que la ley adjetiva no podía suprimir una vía de recurso.  

· Propósitos de la Investigación. 

     Cada uno de nosotros requiere para desenvolvernos en nuestra profesión, adquirir conocimientos los cuales nos ofrezcan herramientas para realizar determinadas labor. Es por tanto que esta investigación de carácter documental, por lo cual utilizamos varios libros citados en la bibliografía.

· Objetivo General.

Conocer sobre Importancia sobre los diversos Recursos en el Proceso Penal, que se realizan en la República Dominicana. 
· Objetivos  Especifico:

· Definir los diversos Recursos en el Proceso Penal Dominicano.
· Establecer los diversos procedimientos por nulidad de los actos por vicio de fondo, basados en la Ley 834.
· Identificar cuales son los medios de Inadmisión, basados en la Ley 834.
CAPITULO I:
 Los recursos en el Proceso Penal dominicano
- Concepto.
Es posible que al momento de decidir un asunto los jueces se equivoquen. Como hombres que son, aunque con pretensión divina, se encuentran afectados de la falibilidad propia de la condición humana. Por ello se hace necesario que lo juzgado sea reexaminado por otros jueces,  de manera que los errores de sus decisiones puedan ser corregidos, evitando con ello la consolidación de una injusticia. 
1.1.- Disposiciones Generales.-
1.1.1.- ¿Quien Puede Recurrir?

La posibilidad de recurrir las decisiones judiciales no se presenta en la actualidad con la misma amplitud reconocida por la legislación anterior. En ella no se presentaba límite alguno a la utilización de las vías de recurso, a condición que el impugnante hubiese sido parte en el proceso que culminó con la decisión atacada. En la actualidad, el legislador optó por subordinar la posibilidad de recurrir a  que la ley  reconozca de manera expresa tal facultad y a la existencia de un interés directo.
 Por ello, por ejemplo, el ministerio público sólo puede impugnar las decisiones que sean contrarias a su dictamen, salvo la posibilidad que tiene de recurrir en interés del imputado
. Con esta disposición se elimina de manera definitiva una costumbre arraigada en nuestro medio forense en el que se presentaba la gran contradicción que existía de que en ocasión de sentencia favorable al imputado, fundamentada en dictamen del ministerio público que compareció a juicio, era luego recurrida por el titular sobre la base de un pretendido desacuerdo. 

Respecto a los recursos de la víctima y el actor civil, se reconoce la facultad de la primera, aunque no se haya constituido en parte, de recurrir todas las decisiones que pongan fin al proceso. Sin embargo, el mismo texto aclara que respecto de las decisiones que se producen en la fase de juicio, para poder recurrir es indispensable haber sido parte en él
.

Es preciso poner de manifiesto que la exigencia de un perjuicio para recurrir no se cumple con el sólo hecho de que una parte se crea perjudicada por una decisión. Debe tratarse de un perjuicio real y efectivo. De manera, que se considera que el perjuicio no existe en el caso de que un imputado resulte beneficiado por la parte dispositiva de la decisión aunque no se encuentre conforme con los motivos, o cuando se ha llegado a la solución propugnada por el recurrente, pero por una vía distinta a la invocada por este
.
El requerimiento del agravio efectivo que venimos comentando, se fundamenta en razones de interés práctico. Con ello se pretende evitar la proliferación de impugnaciones con la consiguiente saturación de los órganos llamados a conocerlas. Además parece vinculada a la tesis que sustenta que sólo la parte dispositiva de la resolución es impugnable quedando excluida la fundamentación o motivación
. 

Resulta claro que la exigencia de perjuicio efectivo no tiene aplicación en los casos en que el ministerio fiscal ha interpuesto el recurso en interés del imputado. No obstante, se afirma que en este caso “la posición y expectativa del ministerio fiscal sufre un perjuicio cuando la resolución no responde al interés de la justicia que él pretende hacer prevalecer aunque sea a favor del imputado” 
.  

1.1.2.- ¿Qué se Puede Recurrir?

Del contenido del artículo 393 del Código Procesal Penal deriva que sólo son recurribles las decisiones judiciales. Ello parece indicar que  sólo son recurribles las decisiones de los jueces. Esto no es completamente cierto, si vemos, por no mencionar más que dos situaciones, que la decisión del fiscal de declarar no presentada una querella puede ser impugnada ante el juez de la instrucción para que este decida sobre la disposición adoptada
. También, la decisión del fiscal respecto del archivo puede ser impugnada ante el juez a los fines de que se procesa a su examen
. 

Sin menoscabo del hecho de que los recursos propiamente dichos solo se refieren a decisiones judiciales, parece ser que lo determinante para que una decisión constituya sentencia o resolución y en consecuencia pueda ser atacada mediante una vía de recurso,  no lo es la forma con la que haya sido dictada, sino la sustancia de la cuestión que esa decisión haya resuelto.

Con lo anterior debemos agregar que el principio de impugnabilidad objetiva limita la actividad recursiva  delimitando el ámbito del recurso de acuerdo a la naturaleza de la decisión dictada. Por ello tenemos que las decisiones  dictadas durante la investigación preparatoria, expresamente indicadas en el Código, son recurribles en apelación
. Así se establece que las decisiones dictadas por el juez de paz en los casos que no admitan demora y no sea posible lograr la intervención inmediata de un juez de la instrucción son impugnables en apelación
.

Estas decisiones se refieren a las medidas de coerción y aquellas dictadas respecto del control de la investigación. Son apelables o revisables en todos los casos en tanto cuanto implican una restricción al derecho a la libertad del imputado
. 

Por otro lado, entre las decisiones del juez de la instrucción sometidas a recursos, además de las medidas de coerción a las que nos hemos referido precedentemente, se encuentran constituidas por todas aquellas decisiones en las que la ley requiera la intervención de un juez durante el procedimiento preparatorio, en ese sentido, se encuentran entre otras: A) Las sentencias dictadas conforme las reglas del procedimiento abreviado
, B)Las que admiten o rechazan una querella
, C) La declaratoria de desistimiento
, D) La que revoca o confirma un archivo
, E) Los autos de no ha lugar
, entre otras. 

Para el trámite de los recursos de las decisiones dictadas durante el procedimiento preparatorio rigen los artículos 410 al 415 inclusive contenidos en el Título III y denominado DE LA APELACIÓN.

Durante el las audiencias, el único recurso posible es el de reposición previsto por los artículos 407, 408 y 409 del Código. Es menester señalar que este recurso sólo procede contra las decisiones que resuelven un trámite o incidente del procedimiento. “Este recurso puede tener lugar en las diversas etapas procesales aunque su mayor importancia sistemática se encuentra durante el juicio y la investigación penal preparatoria”
. Es evidente que este recurso sólo procede en los casos en que se resuelven cuestiones sin sustanciación o en los casos en que la decisión de que se trate se haya dictado sin expresarse el fundamento y con él se quiere que el mismo órgano proceda a un nuevo examen del asunto a los fines de que se tomen en cuenta aspectos que pudieron no ser observados por el juzgador y que constituyen el agravio en contra de la decisión dictada.

El recurso anterior elimina cualquier posibilidad de que un incidente del proceso pueda ser recurrido en apelación, lo cual es un gran avance si se toma en cuenta que gran parte de las dilatorias procesales se producían sobre la base de recursos de apelación y de casación en contra de incidentes fallados por los tribunales de primer grado. Robustece la postura anterior el hecho de que la ley procesal (Art.416) admite el recurso de apelación sólo para las sentencias de absolución o condena.

1.1.3.- ¿Cómo se recurre?

Salvo lo establecido para el recurso de oposición, los recursos se interponen mediante escrito motivado depositado en la secretaría del tribunal que dictó la resolución o sentencia
. En este sentido, el acto recursivo debe contener una manifestación expresa de la voluntad de recurrir que debe emanar del titular del derecho. Del mismo modo, debe indicarse en él los motivos que le sirven de sustento.   Los motivos resultan indispensables para la admisibilidad del recurso, toda vez que son estos los que determinan la dimensión del perjuicio estableciendo de esta manera el ámbito del apoderamiento del tribunal llamado a decidir.

Por otro lado, la admisibilidad se encuentra subordinada además a que el mismo se presentado dentro de un determinado plazo. Que se cumpla en este con los requisitos específicos al tipo de recurso, en cuanto al modo de ejercerlo. Que sean hechos por escrito y en el lugar en el que indica la ley.

Respecto de la escrituración ya se plantea en la práctica la posibilidad de que sea presentado de manera oral en la secretaría del tribunal que dictó la decisión a condición de que se haga constar de manera escrita por la secretaria. Sobre este particular De La Rua considera que “los recursos no pueden ser interpuestos de manera verbal, aunque de ello se deje constancia en acta. La ley quiere que el acto impugnativo quede debidamente documentado sobre todo si se toma en cuenta que el apoderamiento se encuentra rigurosamente limitado a los motivos invocados”
. Me parece, empero, que no debemos ser excesivamente rigurosos en cuanto a este aspecto. De manera pues, que si el recurso ha sido interpuesto mediante declaración en secretaría pero en el se encuentran consignados debidamente los motivos del mismo, no vemos razón por la cual deba negarse la admisibilidad. 

Respecto del punto de partida del plazo, la ley procesal establece que el plazo para interponerse corre a partir de la notificación de la resolución o sentencia. Esta disposición legal, aplicable a todo tipo de recurso, hace necesario que nos refiramos a las implicaciones que sobre el régimen de los recursos conlleva la aplicación de la ley 278-04 sobre implementación del Código Procesal Penal.

De conformidad con el artículo 2 de la ley 278-04, los procesos en trámites o no concluidos se tramitarán de conformidad con el Código de Procedimiento Criminal de 1884 en la instancia en que se encuentren. Sin embargo, los recursos contra las decisiones dictadas con posterioridad al 27 de septiembre del 2004 se tramitarán de conformidad con las disposiciones del Código Procesal Penal.

 Es evidente que la normativa citada involucra no sólo el trámite del recurso, sino también a la sentencia que es  el acto que da nacimiento al recurso. De conformidad con el Código de Procedimiento Criminal la sentencia se consideraba notificada con su pronunciamiento si este tenía lugar en presencia de las partes o con su notificación en caso contrario. El pronunciamiento, de ordinario, refería a la lectura del dispositivo de la sentencia, cuestión está permitida por la ley 1014 que introdujo modificaciones al Código de Procedimiento Criminal a condición de que las mismas fuesen motivadas en el plazo de 15 días de su pronunciamiento. Al decir de jurisprudencia constante, el transcurso de este plazo sin que se motivara la sentencia no era causa de nulidad de la misma. Sin embargo, la sentencia se consideraba notificada y el plazo para la interposición del recurso correspondiente comenzaba a correr a partir del momento en que el dispositivo de la sentencia era pronunciado.  No obstante, con la puesta en vigencia de la nueva normativa este esquema procesal ha cambiado. Actualmente, de conformidad con el artículo 335 del CPP la sentencia se considera notificada no con la lectura del dispositivo, sino con la lectura integral de la misma, la cual debe llevarse a cabo dentro del plazo de cinco días hábiles subsiguientes al pronunciamiento de la parte dispositiva.

Dos preguntas se suscitan a partir de lo anterior:

· Primera pregunta: ¿Cuál es el punto de partida del plazo para recurrir en apelación?  

· Segunda pregunta: ¿Hasta qué punto es válida una sentencia no motivada dentro del plazo de cinco días hábiles después del pronunciamiento del dispositivo?

Desde nuestro punto de vista, si es cierto que el trámite de los recursos se rige por el Código Procesal Penal en aquellos casos de sentencias emitidas luego del 27 de septiembre del 2004, sería forzoso concluir que parte del trámite lo constituye el plazo dentro del cual se debe recurrir. Por consiguiente, también se encuentra vinculado al trámite del recurso el acto procesal que provoca el inicio del cómputo del plazo. De acuerdo a la ley procesal vigente, este plazo se inicia a computar con la lectura integral de la sentencia lo cual indica que el juez apoderado tiene dos opciones: o da lectura integral a la sentencia después de culminado el debate o la dicta en dispositivo y allí anuncia la lectura integral de la misma en los términos prescritos por el artículo 335 del Código Procesal Penal. Sólo a partir de uno de estos dos momentos es que legalmente se puede considerar que el plazo para recurrir se ha iniciado.

Respecto de la segunda cuestión, deberá resolverse de conformidad con lo prescrito por el artículo 168 del Código, que prevé la posibilidad de rectificar, renovar o cumplir el acto defectuoso en los casos en que estos no violen derechos o garantías del procesado. Determinándose, según el caso, si el acto defectuoso de pronunciamiento de la sentencia es susceptible de ser rectificado.

En Costa Rica, país cuya normativa procesal reproduce en el artículo 364 una formula casi idéntica a nuestro artículo 335, se ha considerado por jurisprudencia constante del tribunal de casación, que “la lectura dentro del plazo establecido tiene importancia con respecto al principio de inmediación y desde esa perspectiva su incumplimiento da lugar a la anulación de la sentencia en la vía de casación”
.  

1.2.- Principios generales de los recursos.

1.2.1.- Principio dispositivo.

En materia penal, en principio, rige la oficialidad que obliga, con sus temperamentos, a que se persiga en todo caso la aplicación de la ley penal. No obstante, se puede afirmar que cuando de recursos se trata recobra todo su imperio el principio dispositivo en donde las partes determinan el alcance de sus pretensiones y el órgano juzgador se encuentra en la imposibilidad de sobrepasar los límites determinados por estas.


Esto se manifiesta toda vez que el tribunal ante el cual se recurre tiene vedado el acceso al caso a menos que una de las partes provoque su apoderamiento mediante la interposición de un recurso. Ello resulta reconocido de manera expresa por el artículo 399 del Código cuando determina que la competencia del tribunal del recurso se encuentra restringida, de manera exclusiva a los puntos de la decisión que han sido atacados. 

Sólo dos temperamentos soportan este principio. El primero se refiere a las cuestiones de índole constitucional
, las cuales deben ser examinadas por el juzgador, aún cuando no se encuentran contenidas en el recurso. La segunda, que se refiere al efecto extensivo
 del recurso.  


Con respecto a la primera excepción se justifica como cuestión connatural a la jurisdicción constitucional dominicana. El control difuso de la constitucionalidad supone que cada juez del orden judicial, dentro de su competencia es un juez constitucional, obligado al examen, aún de oficio, de las cuestiones constitucionales que puedan incidir en la solución de un proceso del que se encuentre apoderado.


La segunda excepción se encuentra determinada por el efecto extensivo del recurso. En virtud de este principio, el imputado que no ha recurrido, se ve favorecido por el recurso interpuesto por un coimputado, a menos que el recurso se encuentre fundado en cuestiones estrictamente personales. 

1.2.2.- Competencia limitada. 

La competencia resulta ser parte del principio dispositivo. Por ello, el tribunal de alzada se encuentra limitado, en cuanto al examen, a los puntos que han sido propuestos como agravios a la decisión recurrida. Por ello, a pesar de que advierta errores en el juzgamiento, no puede apartarse de los límites previamente establecidos por el recurso.

1.2.3.- Prohibición de la Reformatio in peius.

Se sostiene con acierto, que el imputado debe tener tranquilidad para recurrir. Que si existiera la posibilidad de salir perjudicado con su propio recurso es muy probable que no ejerciera el recurso por el temor a la sorpresa desagradable de una decisión cuyas consecuencias perjudiciales han sido mayores que la recurrida. Dicho principio se encuentra vinculado al de la inviolabilidad de la defensa en juicio, procurando evitar la indefensión en el imputado frente a un fallo más gravoso para sus intereses, cuando la falta de recurso acusatorio, la intervención del a-quem ha sido exclusivamente provocada por él
.


Es preciso admitir que este principio opera en los casos en que el ministerio publico recurre en interés de la justicia, a favor  del imputado, toda vez que en este caso, si bien el recurso proviene del acusador no puede decirse que existe recurso acusatorio.

1.3.- Efectos de los recursos.

El ejercicio de las vías de recurso provoca, en la mayoría de los casos, un efecto suspensivo y un efecto devolutivo. De este modo, la ejecución de la decisión se paraliza mientras transcurre el plazo establecido para recurrirla y si es recurrida, mientras dura la instancia del recurso. Del mismo modo, lo juzgado es trasladado al tribunal del recurso para ser conocido según los agravios que se imputen a la decisión recurrida.

El efecto suspensivo es la regla salvo disposición legal en contrario
. La excepción al efecto suspensivo del recurso se encuentran limitadas a las medidas de coerción
 y a aquellas decisiones vinculadas a la libertad del imputado.
 

Cuando se trata de medidas de coerción, en el entendido de que el fundamento de estas se encuentra subordinado a pelicurum in mora, resulta evidente que el reconocerle efecto suspensivo al recurso que se interpone en su contra sería dejarla vacía de contenido.

En los casos en que la decisión se vincula a la libertad del imputado, por argumento a contrario a partir de las causas que permiten el dictado de medidas de coerción, es obvio que la decisión que ordena la libertad del imputado hace desaparecer la probabilidad de responsabilidad. De manera, que si en ausencia de este elemento no se puede acordar una medida de coerción, mucho menos se podrá cuando esta es declarada judicialmente no existe motivo alguno que permita que la medida de coerción se mantenga.

1.4.- El recurso: ¿derecho del imputado o medio de control jerárquico?

El origen de la expresión “efecto devolutivo” nos viene de la antigua Roma imperial en donde los magistrados ejercían sus funciones por delegación del príncipe, quien era siempre el titular de la jurisdicción. Por ello, las causas se resolvían en su nombre y cuando se acordaba a alguna parte el derecho de solicitar directamente al príncipe la revisión de la decisión acordada éste recobraba el imperium que había sido delegado al magistrado. 

Hace menos tiempo, en la ordenanza criminal francesa de 1670, enseña Maier, que la teoría de la justice retenue consistía precisamente, en admitir  que toda decisión judicial provenía del rey y residía en él, quien la delegaba en sus oficiales pues la conservaba en origen y plenitud. “La teoría fundó la posibilidad de dirigirse ante el Consejo del rey para rogarle que casara la sentencia-pourvoi en cassation- o al rey mismo para que librara una letre de grace”
. 

El Código recoge la bilateralidad de los recursos y permite los recursos de los acusadores públicos y privados.

A pesar de lo anterior, es una discusión pendiente, al menos en nuestro país, la de si las vías de recursos constituyen un medio de control jerárquico o un derecho de la persona sometida a persecución penal. 
Tanto la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (Art. 8.2.h CADH) como el Pacto Interamericano sobre Derechos Civiles y Políticos (PIDCP Art. 14.5) conciben a los recursos como una garantía procesal a favor del condenado frente a la sentencia condenatoria. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que “el recurso contra la sentencia definitiva tiene como objeto otorgar la posibilidad a la persona afectada por un fallo desfavorable de impugnar la sentencia y lograr un nuevo examen de la cuestión”
. 


De modo que el sistema de recursos debe ser examinado a la luz de estas disposiciones es una tarea pendiente de nuestro sistema procesal lo cual implicaría consecuencias de gran relevancia en cuanto a toda la teoría de los recursos. 

1.5.- Los Recursos en Particular.

La denominación de los recursos contenida en el nuevo ordenamiento procesal sigue siendo la misma a la contenida en el Código de Procedimiento Criminal de 1884, recientemente derogado. No obstante, surgen del examen de la normativa en cuestión particularidades que hacen diferentes en esencia, los distintos tipos de recursos.


Así las cosas, tenemos que en el nuevo ordenamiento procesal existen las siguientes vías de impugnación: La Oposición, la Apelación, la Casación y la Revisión.

1.5.1.- La Oposición.

En el derogado Código de Procedimiento Criminal, el recurso de oposición era regulado por los artículos 186, 187 y 188, para las sentencias dictadas en defecto en materia correccional y por los artículos 345 al 347 para las sentencias dictadas en contumacia en materia criminal. En ambos casos la sentencia atacada resolvía el fondo del asunto y el recurso ejercido producía el efecto de retrotraer el conocimiento total del asunto al órgano que había dictado la sentencia en defecto.


En el Código Procesal Modelo para Iberoamerica, precedente en el cual se inspira nuestra legislación procesal, el recurso de que se trata es conocido como recurso de reposición
. Se caracteriza porque el tribunal que lo debe resolver es el mismo que dictó la resolución impugnada, y no uno superior en grado. “Su fundamento es que la resolución recurrida fue dictada sin oír a los interesados, de modo que luego de ser oídos estos el tribunal puede cambiar de opinión”
.

La legislación procesal dominicana, siguiendo la orientación de los códigos procesales modernos, le da un alcance mucho más amplio al que tenía en la ley procesal derogada. En lo sucesivo se convierte, como veremos, en un recurso general, cuyo ejercicio hará posible que el mismo juez que dictó la decisión recurrida, examine de nuevo la cuestión acordada, modificando, revocando o ratificando su decisión.

En efecto, la oposición deberá promoverse tan pronto se dictare la decisión en cuestión y solo puede ser admisible cuando no hubiere sido precedida de debate. 


El recurso en examen se encuentra previsto por los artículos que van del 407 al 409 del Código Procesal vigente. Abordamos su examen analizando de manera sucesiva las resoluciones susceptibles de oposición (a), Formalidades para su interposición (b) y el alcance de de la resolución sobre el recurso.

1.5.1.1.- Resoluciones susceptibles de Oposición. 

De conformidad con lo que dispone el artículo 407 del Código, el recurso de que se trata procede en contra de las decisiones que resuelven un trámite o incidente del procedimiento. De la letra de la norma en examen deriva que la decisión atacada es de aquellas que se han dictado sin que el punto decidido haya sido objeto de contención por los actores procesales. Por otro lado, pueden ser atacadas también aquellas decisiones que resuelven incidentes del procedimiento, de donde se colige que el ámbito del recurso de que se trata se extiende más allá de las cuestiones que resuelven un trámite que incide sobre la marcha del proceso.

De manera general, toda resolución judicial es, en principio, susceptible de oposición, salvo las excepciones siguientes:

1. No podrán ser atacadas en oposición aquellas decisiones judiciales que el Código excluye expresamente. Ello se deriva del principio de taxatividad objetiva prevista por el artículo 393 del Código, cuya manifestación más evidente lo es la excepción prevista por el artículo 303 en lo que se refiere a la prohibición de recurrir que existe en contra de los autos que ordenan la apertura de juicio oral.

2. No es posible deducir oposición en contra de las decisiones judiciales contra las que el Código reconoce la posibilidad de ser impugnadas en apelación. Ello deriva de la propia redacción del artículo 409 cuando prescribe que “la oposición procede solamente contra las decisiones que no son susceptibles del recurso de apelación”. Es evidente que la normativa de que se trata se encuentra dirigida a lograr mayor rapidez en el conocimiento de los procesos, evitando el recurso en aquellos casos en que la cuestión decidida puede ser planteada al tribunal de alzada en ocasión de un recurso de apelación.

3. Además, no son atacables en oposición las decisiones que han sido dictadas en ocasión de un recurso de oposición. Así viene determinado por la Ejecutoriedad que reconoce el artículo 409 del Código a las decisiones rendidas en ocasión de un recurso de oposición. Es además una ratificación de la regla “oposición sobre oposición no vale” que rige en materia civil y que se extraía, en lo penal, de lo  previsto por el artículo 188 del Código de Procedimiento Criminal.

1.5.1.2.- Formalidades para su interposición.
El Código prevé dos tipos de oposición: Oposición en audiencia y oposición fuera de audiencia
. De ahí que los trámites exigidos para su recibilidad deben determinarse según el tipo de recurso de oposición de que se trate. 

Cuando se trata de decisiones acordadas en el curso de una audiencia, la oposición es el único recurso admisible. Además, su recibilidad se encuentra subordinada a que el mismo se plantee de inmediato y de forma oral, debiendo ser resuelto de inmediato por el tribunal.

Por el contrario, cuando el recurso se ejerce en contra de cualquier decisión escrita que permita el recurso, el plazo fijado para su interposición es de tres días, a partir de la notificación hecha a las partes que pueda interponerlo.

El recurso de oposición fuera de audiencia, debe ser hecho mediante escrito motivado, debiendo consignarse en él las razones y objeto de la impugnación, de la manera en que hemos analizado en ocasión de los requisitos generales de los recursos.

No obstante lo anterior, la lectura de la normativa aplicable al recurso omite indicar si el recurso interpuesto debe ser notificado a las demás partes intervinientes a los fines de que puedan alegar lo que entiendan pertinente en ocasión del recurso interpuesto. Naturalmente, que la cuestión expuesta debe ser resuelta en el sentido de facilitar la contradicción y el ejercicio del derecho de defensa. Por ello, ante la interposición de un recurso de oposición, el juez apoderado debe acordar notificación a las demás partes, del recurso interpuesto, permitiendo que estos cuenten con un término que permita la oportunidad de que puedan proponer los medios de defensa que estimen pertinentes.

 El Código no establece ningún tipo de trámite para la admisión del recurso. De ahí, que una vez ejercido y transcurrido el plazo acordado a las demás partes para que ofrezcan su parecer, el tribunal se encuentra en condiciones de decidir sobre el recurso planteado.

La oposición en un recurso limitado en su ámbito de acción, toda vez que su procedencia ha sido taxativamente delimitada por la legislación procesal.

1.5.2.- Recurso de Apelación Contra las Decisiones Distintas de la Sentencia.

El recurso de apelación es el medio que la ley concede a la parte agraviada por una resolución judicial para obtener del tribunal superior que la enmiende o la revoque, reemplazándola por otra
.


La apelación es el recurso concedido a todo litigante que haya sufrido agravios por una decisión judicial para obtener del tribunal de alzada el pronunciamiento de una decisión que pueda reemplazar la gravosa o modificar los puntos lesivos. Este recurso es tildado de solución procesal, toda vez que en el ámbito del mismo interviene un tribunal de jerarquía superior del cual el recurrente espera “una decisión que remedie los agravios procesales causados por una decisión un tribunal de primer grado”.

El Código Procesal Penal el título III del libro III, a la apelación. Pese a los términos generales en que se encuentra concebido el título, el mismo no se refiere sino al recurso de apelación respecto de las decisiones distintas de la sentencia. A pesar de que hubiese sido preferible un título que fuese más específico, la confusión queda salvada toda vez que el título IV se encarga de abordar lo relativo a la apelación de la sentencia.

1.5.2.1.-  Decisiones Susceptibles De Apelación.
Este recurso se erige sobre la base de que solamente procede en los casos limitativamente señalados por la ley.


El artículo 410 del Código determina: “Sólo son recurribles las decisiones del juez de paz o del juez de la instrucción señaladas expresamente en este Código”.


De la redacción categórica del texto transcrito deriva la taxatividad establecida en cuanto a la interposición del recurso. No obstante el texto peca de no ser lo suficientemente abarcador, pues deja por fuera resoluciones de órganos jurisdiccionales distintos de los indicados que permiten el recurso de que se trata.


Por ejemplo, de conformidad con el artículo 74 del Código, el control de la ejecución de las penas corresponde al juez de la ejecución. En este sentido, los artículos 442 a 448 admiten supuestos en los cuales las decisiones emanadas de estos órganos son susceptibles de apelación.


En igual sentido, si bien los juzgados de primera instancia resultan excluidos por el artículo 410 del Código Procesal Penal, no menos cierto es que de conformidad con el artículo 72 corresponde a los jueces de primera instancia, de modo unipersonal, conocer de las acciones de Hábeas Corpus. 

Si bien originalmente el Código no reconocía la posibilidad de impugnar en apelación estas decisiones, no menos cierto es que la ley 278-04 Sobre la Implementación Del Proceso Penal Instituido por la Ley 76-02 introdujo al Código su primera modificación permitiendo el ejercicio de la apelación en contra de las decisiones que rechacen una solicitud o denieguen la libertad del impetrante
.

Por otro lado, en los casos en que es aplicable el procedimiento especial, previsto por los artículos 377 a 380 del Código, los cuales atribuyen competencia especial a las Cortes de Apelación  y a la Suprema Corte de Justicia para conocer asuntos de personas con privilegio de jurisdicción, las decisiones acordadas por el juez de la Corte de Apelación o de la Suprema Corte de Justicia en funciones de juez de la instrucción, serán susceptibles de apelación.

1.5.2.2.- Formalidades para su interposición.

Al igual que todos los recursos (salvedad hecha de la oposición en audiencia) la apelación se interpone mediante escrito depositado en la secretaría del tribunal que dictó la resolución
. El plazo previsto para su interposición es de cinco días a partir de la notificación de la resolución.


Es curiosa la manera en que el legislador ha regulado los plazos de interposición del recurso en contraposición del término que se acuerda a las demás partes para contestarlo. Se prevé un plazo de tres días para la contestación del recurso, sin embargo, el tiempo acordado para el ejercicio del recurso es de cinco días.

No existe justificación alguna que permita entender el porqué de la diferencia de plazos. Si partimos del principio que establece que las partes intervienen en condiciones de igualdad, es forzoso reconocer que debe otorgarse igual plazo para replica, que aquel que se otorga a quien recurre.

1.5.2.3.-  Requisitos del escrito de interposición.
De lo previsto por el artículo 411 del Código Procesal Penal resulta que el escrito de impugnación cumpla con la exigencia de motivación, que proponga la prueba que se hará valer en la alzada y que articule respecto de lo que se pretende probar con ella.


La motivación del recurso es una exigencia que deriva de lo previsto por el artículo 393 que obliga que el mismo se ejerza con indicación especifica y motivada de los puntos de impugnación. Esta disposición viene determinada porque la competencia del tribunal de apelación se encuentra delimitada por los motivos específicos invocados en contra de la decisión recurrida. Pero además, porque cuestiones de lealtad procesal hacen necesario que los demás intervinientes se encuentren en condiciones de preparar sus medios de defensa, lo cual sólo es posible si conocen de antemano los fundamentos del recurso interpuesto.


Con respecto a la prueba que puede ser presentada en apelación, es preciso indicar que de conformidad con los artículos 411 y 413 del Código se pone en evidencia que la obligación consiste en proponer la prueba que se habrá valer en la sustanciación del recurso. Ello indica la posibilidad que existe de que la prueba propuesta no sólo sea la documental propuesta y comunicada con el recurso, sino que además de la redacción del artículo 413 se infiere la posibilidad que existe de presentar la prueba propuesta en la sustanciación del recurso.


Es preciso además, que conjuntamente con la prueba propuesta se articule de manera específica, lo que se pretende probar con ella. Esta exigencia procesal tiene por finalidad poner al órgano de alzada en condiciones de valorar la pertinencia y utilidad de la prueba propuesta en lo que se refiere a los motivos en los que se fundamenta el recurso. No obstante lo anterior, merece ser destacado que del incumplimiento de la exigencia legal indicada no deriva un vicio insubsanable. Corresponde pues al órgano de alzada resolver respecto de la admisibilidad del recurso y sobre la pertinencia de la prueba propuesta. Esta subsanación supone que se disponga la notificación de la subsanación del vicio a las demás partes a los fines de que se encuentren en condiciones de completar la contestación al recurso interpuesto.

1.5.2.4.- Efecto suspensivo del recurso.


Ya hemos abordado en otro lugar de la presente exposición lo relativo a los efectos de los recursos. No obstante, merece destacarse que si bien el artículo 401 del Código prevé que la interposición de un recurso suspende la ejecución de la decisión, no menos cierto es que de conformidad con el artículo 411 la interposición del recurso de apelación no paraliza la investigación ni los procedimientos en curso. Del mismo modo, de conformidad con lo que dispone el artículo 245 del Código, los recursos interpuestos en contra de decisiones relativas a medidas de coerción, no suspenden su ejecución. 


Particularmente, respecto de las medidas de coerción, la ausencia de efecto suspensivo del recurso se fundamenta en el hecho de que cuando se acuerdan, se fundamentan en la existencia de peligro en la demora, con lo cual si se permitiese que los recursos ejercidos causaran efecto suspensivo, las dejaría carente de todo contenido legal. Con respecto a aquellas decisiones que rechazan una medida, por efecto contrario, no existe tal peligro, con lo cual no puede reconocérsele al recurso un efecto que sólo hubiera producido la medida.  

1.5.2.5.- Procedimiento Especial.

A partir del estatuto de libertad previsto por el principio 15 del Código Procesal Penal, del cual deriva el carácter excepcional de las medidas de coerción deriva la necesidad de que las medidas que más gravemente limiten tal derecho sean inmediatamente recurribles ante otro órgano a los fines de que pueda ejercerse control sobre su legalidad y razonabilidad. Por ello, el artículo 222 del Código prevé la posibilidad de que tales medidas sean revocables o reformables en cualquier estado del procedimiento.


En consonancia con tal finalidad procesal, en los casos en que la decisión recurrida sea una que declare la procedencia de la prisión preventiva o el arresto domiciliario o rechace su sustitución por otra medida, el Código ha instituido un procedimiento especial en procura que la tramitación del recurso en estos casos, se encuentre rodeado de las mayores garantías que permitan que el estado de restricción al derecho no se prolongue más allá del tiempo estrictamente necesario.

Es por lo anterior, que en estos casos no ha lugar a tramitación alguna ante el tribunal de que pronunció la decisión recurrida. Por el contrario, este se encuentra en la obligación de proceder, a la mayor brevedad, a remitir las actuaciones ante el tribunal de alzada. 

Por su parte, el tribunal de alzada se encuentra en la obligación de fijar audiencia en el término de 48 horas a contar de la presentación del recurso si el órgano que emitió la decisión se encuentra localizado en el mismo distrito judicial de la corte. En caso contrario, debe fijarse audiencia en el término de 72 horas.

En estos casos, es obligatoria la celebración de una audiencia para la sustanciación del recurso. De manera, que no tiene la Corte la facultad de rechazar el recurso sin que previamente se haya procedido a la celebración de dicha audiencia. Prima pues, el principio de oralidad, quedando afectado el órgano apoderado, de la exigencia de proceder directamente y en audiencia al análisis y razonabilidad de la decisión recurrida.

El artículo 414 del Código no prevé ningún tipo de notificación o traslado del recurso a las demás partes interesadas. Empero, es preciso reconocer que no por ello debe el órgano omitir tomar todas las medidas a los fines que los demás intervinientes en el proceso puedan tener conocimiento del recurso de que se trata y de que, en consecuencia, se encuentren en condiciones de presentar sus defensas al respecto. Interpretar de manera literal y restrictiva la norma en examen, conduciría a que estas partes quedasen excluidas de la sustanciación y conocimiento del recurso, con las consecuencias que al derecho de defensa y de contradicción ello conllevaría. De modo, que los tribunales se encuentran en el deber de allanar todos los obstáculos que puedan oponerse a la consecución de tal fin. En este sentido, debe la corte, en presencia del recurso, no solo fijar la audiencia en que habrá de conocerse del mismo. Se encuentra además en la obligación de notificar el recurso a los demás sujetos procesales a los fines de que estos se encuentren en condiciones de preparar sus medios de defensa.

Nos parece que no puede exigirse en ocasión de este procedimiento especial, que los interesados formulen de manera escrita sus conclusiones, dada la brevedad de los plazos previstos. No obstante, se debe proceder a la notificación del recurso a los interesados a los fines de que esta contestación se produzca de forma oral en audiencia en donde podrá realizarse el debate con la resolución de la Corte luego de concluida la audiencia.

1.5.3.- La Apelación de la Sentencia.

Hemos sostenido, que entre las exigencias del debido proceso se encuentra la garantía de la doble instancia. No es, empero, un derecho absoluto en la medida en que el legislador es quien determina las condiciones en que debe ser ejercido.

A lo que sí está obligado el Estado es a instituir un mecanismo de revisión de la sentencia de condena en términos los suficientemente abarcadores que permitan que el fallo condenatorio y la pena que le hayan sido impuestos puedan ser controlados en cuanto a su legalidad y razonabilidad
.

1.5.3.1.- Formalidades para su interposición.
De conformidad con el artículo 418 del Código, el recurso de apelación deberá ser interpuesto mediante escrito motivado, depositado en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia, en un término de diez días a  partir de la notificación a la parte afectada. En el caso de que también la decisión haya sido notificada al abogado, el plazo para la interposición corre a partir de la primera notificación.

Como se ha indicado en otra parte, de conformidad con el artículo 335 del Código, la notificación de la sentencia tiene lugar con la lectura integral que de ella sea hecha en audiencia pública. Por ello, en los casos en que sólo haya sido leído el dispositivo, el término comienza a correr sólo a partir de la fecha en que se realizó la lectura íntegra pues es a partir de este momento en que la parte afectada podrá conocer las razones que dan sustento a la decisión y en consecuencia se encontrara en condiciones de invocar los motivos en que se fundamenta su recurso.


Existen, por otro lado, situaciones en las que podría suspenderse el cómputo del plazo establecido para el recurso. Tal sería, por ejemplo, el caso en que se produzca un cambio de abogado. Se produce en este caso la suspensión del plazo a falta de un abogado que se encuentre en condiciones de producir la apelación, toda vez que la legislación procesal supone que el imputado tenga la oportunidad de ser defendido tanto en primera instancia como en apelación, no siendo posible que por esta circunstancia pueda ser desechado por inadmisible un recurso de apelación.


La nueva normativa exige que el escrito de interposición del recurso se encuentre debidamente motivado. Más no solo esto. Además, resulta indispensable que se invoque en el mismo los puntos que han provocado la impugnación de la sentencia. Esta exigencia resulta de la aplicación combinada de los artículos 399 y 418 del Código Procesal Penal que imponen que en el escrito se exprese de manera concreta y separada cada motivo con su fundamento, la norma violada y la solución pretendida. Resulta forzoso admitir que la falta de motivación del recurso conlleva la inadmisión. Ello así toda vez que la falta de motivación del recurso en las condiciones previstas no permitirá a la parte adversa defenderse del mismo en tanto no estará en condiciones de conocer las razones concretas de la impugnación de la decisión. Por otro lado, porque estando la competencia del tribunal de alzada limitada a los agravios planteados, la ausencia de motivos conlleva a que el órgano se encuentre en la imposibilidad de conocer el error en que ha incurrido la sentencia que se ataca.


En los casos en que se pretenda proponer prueba en la segunda instancia, es preciso que el interesado lo plantee al momento del ejercicio del recurso. En este sentido, el artículo 420 del Código indica: “La parte que haya ofrecido prueba en ocasión del recurso, tiene la carga de su presentación en la audiencia”. El texto no indica, sin embargo, cual podría ser el contenido de la prueba y cuál es su alcance.


La prueba que puede ser propuesta en la segunda instancia es aquella que sea pertinente, a juicio del tribunal, a los fines de decidir respecto de los puntos que se plantean en el recurso. Resulta claro que no se trata de repetir el juicio en alzada, a la usanza del antiguo Código de Procedimiento Criminal. De lo que se trata más bien es de ponderar la corrección fáctica y jurídica del juicio celebrado en primera instancia. En otras palabras, el recurso de apelación no es un juicio al imputado, sino al proceso y a la sentencia que ha sido su consecuencia. No se trata se someter al tribunal de apelación a la valoración de los diversos elementos de prueba a los fines de que este haga de los mismos una valoración distinta. De lo que se trata es de determinar si en el juicio se cumplieron los requisitos indispensables para garantizar un juicio justo y si en la ponderación de los diversos elementos de prueba el tribunal sentenciador hizo uso de las reglas de valoración impuesta por la sana crítica racional.

1.5.3.2.- Motivos del recurso de apelación.

Las causales de procedencia del recurso son expresadas de manera limitativa. Aunque las mismas sean aparentemente reducidas, en la práctica esa corta esfera de acción resulta muy amplia, toda vez que algunos de los issues comprenden un gran abanico de motivaciones.


El artículo 417 del Código Procesal Penal dispone que el recurso sólo puede fundarse en uno o en varios de los motivos siguientes:

1. La violación de normas relativas a la oralidad, inmediación, contradicción, concentración y publicidad del juicio;

2. La falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia, o cuando ésta se funde en prueba obtenida ilegalmente o incorporada con violación a los principios del juicio oral;

3. El quebrantamiento u omisión de formas sustanciales de los actos, que ocasionen indefensión;

4. La violación de la ley por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica;

Sugiere el texto citado que la interposición del recurso de apelación se asemeja al extraordinario de Casación. Sin embargo, detrás de esta aparente rigurosidad se evidencia que el recurso abarca todos los tipos de causales posibles, de manera que si bien existe obligación de indicar de manera concreta el agravio, no menos cierto es que el recurrente podrá, en todo caso, incluir su agravio bajo una cualquiera de las causales indicadas.  

Luego de conocido el recurso, la corte cuenta con variadas posibilidades que le permiten, de conformidad con el artículo 422 del Código: 

1.  Rechazar el recurso, en cuyo caso la decisión recurrida queda confirmada; o

2.  Declarar con lugar el recurso, en cuyo caso:

2.1.  Dicta directamente la sentencia del caso, sobre la base de las comprobaciones de hecho ya fijadas por la sentencia recurrida, y cuando resulte la absolución o la extinción de la pena, ordena la libertad si el imputado está preso; o

2.2.  Ordena la celebración total o parcial de un nuevo juicio ante un tribunal distinto del que dictó la decisión, del mismo grado y departamento judicial, cuando sea necesario realizar una nueva valoración de la prueba.

En el caso en que pura y simplemente se rechace el recurso no se presenta ningún tipo de problemas. La decisión recurrida quedará confirmada en el entendido de que los motivos invocados no justifican ningún cambio en la decisión recurrida.

La dificultad puede suscitarse en la hipótesis prevista por el numeral 2 del texto analizado. Pues la norma deja a la consideración del juzgador el camino a tomar en caso de admitir el recurso.

De ahí que la posibilidad que tiene la Corte de dictar sentencia directamente sobre el caso, se refiere a la hipótesis de que pueda proceder a ello en base a las comprobaciones realizadas por el tribunal de juicio. Todo parece indicar que en este caso se trata de asuntos en los cuales el vicio en que se ha incurrido es susceptible de ser subsanado en segunda instancia.

Entre estos supuestos pueden mencionarse aquellos que tienen que ver con la aplicación de una pena no prevista para el hecho por el cual el imputado ha sido juzgado. La calificación errónea del hecho imputado o cualquier otra causa que no implique la invasión de la esfera de juicio del tribunal de primer grado.

Por otro lado, procede ordenar un nuevo juicio en los casos en que el vicio que afecta a la sentencia sea de tal naturaleza que haga necesaria una nueva valoración de la prueba sometida al debate, sea porque se omitieron formas fundamentales del juicio, sea porque el tribunal realizó una valoración incorrecta de la prueba sometida al debate.


La celebración de un nuevo juicio puede ser parcial o total, según el vicio afecte toda la actividad decisoria o sólo afecte una parte de ella. De manera pues, que si el vicio sólo perjudica el aspecto civil de la sentencia, es evidente que la remisión que se haga del asunto solo podrá versar sobre este aspecto. Del mismo modo, si el motivo de nulidad solo afecta la determinación de la pena, es evidente que el juicio de reenvío solo versará sobre este aspecto, dejando intacto el juicio sobre la culpabilidad.

1.5.4.- El Recurso de Casación.
Al recurso de casación, tradicionalmente se le señala una función política
 y sus orígenes más transcendentales se remontan a la Francia del siglo XVIII. 

De conformidad con esa corriente doctrinal, la razón por la cual se le atribuye el fundamento político del recurso de casación, es porque tiende a preservar la autoridad del legislador y la jerarquía del emperador, impidiendo la "rebelión del juez".

 El Tribunal de Casación, surgió como todos los institutos revolucionarios de las abstracciones ideológicas de Rousseau, pero de una influencia más directa de las doctrinas de Montesquieu, en especial del principio de la separación de poderes sustituyendo el principio de la bipartición por el de tripartición de poderes"
.

Gran parte de la doctrina contemporánea entiende que esa concepción de la casación se encuentra vigente. En efecto, en nuestro medio, la casación tiene un contexto meramente procesal, y a tal respecto Manzini y Beling, afirman que la casación penal debe circunscribirse a un control jurídico del fallo.

El recurso de casación tiene un ámbito de aplicación mucho más restringido que el de apelación. Ello se evidencia por la naturaleza de los motivos en que puede fundamentarse y por la función nomofiláctica que tradicionalmente se le reconoce en tanto y en cuanto tiene una función unificadora de la interpretación y aplicación de ley.

Luis Alonzo Salazar Rodríguez, en una publicación reseñada en la revista ciencias penales (No. 17) acota lo siguiente: “Para ALCALA ZAMORA y CASTILLO el recurso de casación cumple una doble finalidad: tutelar el interés público y a su vez tutelar el interés privado. La primera finalidad la realiza al tratar de mantener la exacta observancia de la ley, que presumiblemente se quebranta en el fallo que se recurre, procurando que uno de los Poderes del Estado, como es el Poder Judicial, juzgue rectamente los casos que se le presentan, no mal interprete la norma jurídica, se respeten las disposiciones procesales, que las leyes se apliquen uniformemente, no se desnaturalice su espíritu por erradas interpretaciones... la casación llena una doble finalidad: las partes encuentran en ella un instrumento para la defensa de sus derechos (ius litigatioris), y el Estado, por obra del Tribunal de casación, mantiene la unidad del orden jurídico (ius constitutionis)
.  Para concluir, finalmente es oportuno reiterar que la misma encierra un recurso que tiene, entre otras funciones, la unificación de la jurisprudencia nacional. 

1.5.4.1.- Decisiones Recurribles en Casación.
De conformidad con el artículo 425 del Código Procesal Penal la casación sólo procede respecto de las decisiones contra las sentencias de la Corte de Apelación, las decisiones que ponen fin al procedimiento, o deniegan la extinción o suspensión de la pena. Por lo anterior, no procede la casación contra aquellas decisiones que siendo susceptibles de apelación no han sido atacadas mediante este recurso. Procede la casación contra todas las decisiones que ponen fin al procedimiento. 
Entre estos pueden mencionarse los siguientes supuestos:

1. La decisión que dicta un no ha lugar a la  apertura de juicio. Este supuesto se encuentra recogido por el artículo 304 del Código Procesal Penal, quedando abierto el recurso de apelación contra el mismo, de donde, en contra de la decisión de la Corte cabe ejercer recurso de casación

2. Del mismo modo, la decisión judicial que revisa el archivo dictado por el ministerio público en los casos previstos por los artículos 281 y 282 del Código, contra la cual cabe apelación y consecuentemente casación, en caso de confirmarse por la corte.

3. En el mismo sentido, caben los supuestos en los cuales el juez declara la extinción de la acción penal en las condiciones previstas por los artículos 149, 150 y 151 del Código, en las mismas condiciones previstas precedentemente

4. Pueden incluirse además, todos los supuestos de suspensión condicional del procedimiento, previstos por el artículo 40 del Código Procesal Penal.

Dentro de los supuestos ubicables entre aquellas resoluciones que deniegan la extinción o suspensión de la pena cabe abarcar todos los supuestos previstos por los artículos 442 y siguientes del Código Procesal Penal.

1.5.4.2.- Motivos de Casación.

Los motivos del recurso de casación se encuentran establecidos por el artículo 426 del Código Procesal Penal
. De conformidad con el texto preindicado, la casación sólo procede por violación a la ley, entendida en el sentido más amplio, abarcando no solo la legislación adjetiva, sino también la sustantiva y la normativa contenida en los convenios internacionales sobre Derechos Humanos.   En cuanto a la tramitación, se aplican las disposiciones relativas al recurso de apelación de la sentencia, según se expuso anteriormente, salvo en lo que respecta al plazo para decidir que en todo caso se extiende a un mes.

1.5.5.- El recurso de Revisión.


La revisión es un recurso extraordinario, solamente permitido en reducidas ocasiones y una de sus principales finalidades es revocar en todo o en parte las sentencias con autoridad de cosa juzgada. Esta vía de impugnación persigue imponer el sentido de justicia sobre las decisiones con autoridad de cosa juzgada que hayan sido fundadas sobre el fraude.

La revisión no es un auténtico recurso, toda vez que resulta posible una vez la sentencia ha adquirido fuerza de cosa juzgada. Interviene más bien como mecanismo excepcional destinado a vencer la cosa juzgada por razones de justicia. Entre otros motivos, se diferencia de los recursos, según Hitters por los siguientes motivos: 1. La revisión va contra las decisiones firmes, los recursos obviamente no; 2. La eficacia de estos depende de que la resolución adolezca de vicios en relación con una determinada situación necesariamente precedente a la misma, o con una norma jurídica de vigencia igualmente a la propia decisión. En cambio, en la revisión, los defectos que pueden dar lugar a la retractación han de ponerse en relieve en consonancia con situaciones fácticas conocidas con posterioridad al fallo que se pretende invalidar; mientras que jamás puede producirse por vicio de tipo jurídico
. 



El recurso de revisión solo es posible en interés y en favor del condenado. De manera pues, que no es deducible en contra de decisiones que hayan declarado erróneamente la no culpabilidad de una persona sometida a enjuiciamiento penal. En nuestro ordenamiento procesal penal, los casos que pueden originarlo se encuentran previstos  por el artículo 428 del Código Procesal Penal, que establece que procede en los casos siguientes:

1. Cuando después de una sentencia condenatoria por el homicidio de una persona, su existencia posterior a la época de su presunta muerte resulta demostrada por datos que constituyan indicios suficientes;

2. Cuando en virtud de sentencias contradictorias estén sufriendo condena dos o más personas por un mismo delito, que no pudo ser cometido más que por una sola;

3. Cuando la prueba documental o testimonial en que se basó la sentencia es declarada falsa en fallo posterior firme;

4. Cuando después de una condenación sobreviene o se revela

5. algún hecho, o se presenta algún documento del cual no se conoció en los debates, siempre que por su naturaleza demuestren la inexistencia del hecho;

6. Cuando la sentencia condenatoria fue pronunciada a consecuencia de prevaricación o corrupción de uno o más jueces, cuya existencia sea declarada por sentencia firme;

7. Cuando se promulgue una ley penal que quite al hecho el carácter de punible o corresponda aplicar una ley penal más favorable.

8. Cuando se produzca un cambio jurisprudencial en las decisiones de la Suprema Corte de Justicia que favorezca al condenado.

Para Llerena Conde, los motivos legales expuestos giran alrededor de cuatro realidades esenciales distintas:

· La evidencia de irrealidad del delito atribuido (Art. 428 No. 1 y 4)

· La justificación de la no participación en el delito del condenado (Art. 428, No.2)

· La acreditación de un quebrando grave y definitivo del debido proceso (Art.428, No.3 y 5)

· La modificación de la respuesta penal que los hechos merecen (Art.428, No.6 y 7)

El órgano competente para conocer del mismo lo es la Cámara Penal de la Suprema Corte de Justicia. Por otro lado, la nueva legislación trae novedades en lo relativo a quienes gozan de legitimación para ejercerlos. De manera, que puede ser ejercido hasta por las asociaciones de defensa de los derechos humanos o las dedicadas a la ayuda penitenciaria o postpenitenciaria, el juez de la ejecución penal, en los casos en que proceda porque haya intervenido una legislación más favorable o en caso de cambio jurisprudencial
. 

1.5.5.1.- Trámite del recurso.
Al igual que los demás recursos, el de revisión se interpone mediante escrito motivado, con indicación de los textos legales aplicables, debiendo el accionante ofrecer prueba que justifique su pretensión. Se reconoce la facultad al órgano apoderado, de rechazar la revisión in limine, sin proceder a la sustanciación, en los casos en que resulte ostensiblemente improcedente o no cumpla con las formas prescritas para su ejercicio.

Diversas posiciones puede asumir el tribunal apoderado al momento de resolver sobre la revisión. Puede pura y simplemente rechazar el recurso interpuesto, con lo cual la decisión atacada queda confirmada.

En los casos en que se acepte el recurso el órgano anula sentencia. Si se trata de una de las hipótesis en que se produzca un cambio legislativo que aminore el quantum de la pena o que quite el carácter delictivo al hecho, debe el órgano proceder a hacer la rebaja correspondiente o a pronunciar la absolución del impugnante. Lo mismo procede en los casos de cambio jurisprudencia, en donde razones de igualdad en la aplicación de la ley y de seguridad jurídica imponen que aun en los casos en que exista sentencia firme se beneficien de una interpretación más favorable por parte de los tribunales.

La celebración de un nuevo juicio se ordenará en circunstancias similares a aquellas que resultan de una anulación de sentencia en ocasión de un recurso de apelación o de casación. Es decir, cuando sea pertinente celebrar un nuevo juicio a los fines de proceder a una nueva valoración de la prueba. No obstante, es preciso poner de manifiesto, que el tribunal de juicio no puede modificar la decisión firme, a menos que los nuevos hechos sometidos a la revisión sean los que sean susceptibles de producir tal efecto. Por ello, no es posible la modificación o absolución a menos que sea por los nuevos motivos.

De ello se desprende que la interposición de este recurso en principio carece de efecto suspensivo, toda vez que la sentencia que se intenta anular no se suspende en su cumplimiento por la sola interposición del recurso. Sin embargo, queda abierta la posibilidad de que la Suprema Corte de Justicia haga uso de la facultad que le confiere el artículo 433 para ordenar la suspensión de la ejecución de la sentencia, en cuyo caso tiene entonces el poder de decidir acerca de las medidas de coerción procedentes en la especie. 

Conclusión
Al finalizar este trabajo sus sustentantes sienten la satisfacción del deber cumplido en el entendido que se llenaron las expectativas en torno al mismo, tanto en el contenido como en el cumplimiento de los propósitos planteados, sin pretensiones doctrinales extremas las puntualizaciones legales de soporte mínimas para el ejercitamiento de los recursos en materia procesal penal.

El material de trabajo presentado actualmente, recoge la doctrina, emergente, naciente y hasta dispersa ha podido hacer poco en relación con lo que la práctica misma de los tribunales ha tenido que hacer en un momento en que aún no salimos del sistema implementado por el Código de Procedimiento Criminal, ordenamiento que fue salvado del olvido por la Ley 278-04 y que lo destina a ser procedimiento oficial de los casos a liquidar, no obstante, los esfuerzos por comprender, entender y aplicar el código del proceso, han trillado en su mayor parte las formas y el fondo de esta parte tan dorsal del evento judicial.  Es por tanto que la normativa procesal penal, el aspecto de los recursos, su conformación y hasta el proceso en sí, puede variar ligeramente, no obstante la expresión fundamental de los mismos no.

Recordemos que en definitiva, estamos en presencia de uno de los cambios más revolucionarios procesales de la República, únicamente comparable con el tremendo estremecimiento que causó entre la gente de justicia de finales de la década sexta de mil ochocientos cuando se anunció que los reos podía hablar libres sin cadenas, que se les encerraría con un Juez de Instrucción para hacer la sumaria, que el juicio iba a ser en lo adelante oral, público y contradictorio, y que tenían pleno derecho de apelar las decisiones de los jueces. 
 Hemos visto  ahora, generalidades de los recursos, seguido por la Apelación y la Oposición, para finalizar en la Casación y la Revisión, es decir, la organización, que no ha cambiado, pretende el paseo por los recursos ordinarios y luego ver los extraordinarios.

Finalmente, queda la satisfacción de haber cumplido  con un trabajo conciso y claro que nos arrojó luz sobre la base teórica y se aclararon varios aspectos prácticos relacionado con dicho tema.
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� El  artículo 393 del Código Procesal Penal establece la impugnabilidad subjetiva y objetiva al establecer que las decisiones judiciales sólo son recurribles en los casos expresamente establecidos  y que para recurrir es necesario haber experimentado un agravio.
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� Art.269 CPP


� Art.281 CPP


� Art.410 CPP


� Art. 75 numerales 4 y 5 CPP


� Art. 222  y 245 CPP


� Art. 73 y 364 CPP


� Art. 269 CPP


� Art.271 CPP


� Art.283 CPP


� Art. 304 CPP


� Vivas Ussher, Gustavo. Manual de derecho procesal penal. t.II. p. 492. Ed. Alveroni. 1999. Córdoba.


� Así resulta establecido tanto para el recurso de apelación, oposición, casación y revisión  respectivamente por los artículos 409, 411, 418, 427 y 430 del CPP.


� De La Rua, Fernando. La Casación Penal. p.219. Ed. Desalma. Reimpresión. Buenos Aires. 2000 


� Tribunal de Casación Penal, Votos 340-99 del 27-8-1999; 301-2001 del 20-4-2001; 604-2001 del 16-8-2001 


� Art. 399 CPP


� Art.402 CPP


� Maier, Julio B.J., Derecho procesal penal, t.I, Fundamentos. Ed. Del Puerto. Buenos Aires. 1996. p.590 


� Art. 401 CPP


� Art.245 CPP


� Art. 304, 337, 424 CPP


� Maier. DPP. Op. cit. ss 5, 6, III.


� Comisión IDH, informe No. 24/92, 2/1/92, 


� Código Procesal Modelo para Iberoamerica. Ed. Hammurabi. Buenos Aires 1989. Art. 336, 337.


� Llovet Rodríguez, Javier. Proceso Penal Comentado. 2da. Edición. San José, Costa Rica. Editorial Jurídica Continental. 2003. p. 401


� Cfr. Art. 408 y 409 Código Procesal Penal


� Correa Selame, Jorge. Curso de derecho procesal penal. Chile. Ediciones jurídicas de Santiago. 2004. P. 251.


� Cfr. Artículo 14 .2  Ley 278-04


� Cfr. Artículo 411 Código Procesal Penal


� Cfr. Art. 14.5 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8.2. h  Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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� PORTER LAITANO, (Maria del Rosario). El Recurso de Casación Penal en Costa Rica, San José, Tesis de Grado para optar por el titulo de Licenciada en Derecho, Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1980. p. 8


� ALCALA ZAMORA Y CASTILLO, (Niceto). Derecho Procesal Penal, Buenos Aires, Editorial Guillermo Kraf Ltda., 1945, T. III, p. 386.


� Art. 426.- El recurso de casación procede exclusivamente por la inobservancia o errónea aplicación de disposiciones de orden legal, constitucional o contenidas en los pactos internacionales en materia de derechos humanos en los siguientes casos:





Cuando en la sentencia de condena se impone una pena privativa de libertad mayor a diez años;


Cuando la sentencia de la Corte de Apelación sea contradictoria con un fallo anterior de ese mismo tribunal o de la Suprema Corte de Justicia;


Cuando la sentencia sea manifiestamente infundada:


Cuando están presentes los motivos del recurso de revisión.
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